

FORMULA OBSERVACIONES AL PROYECTO DE LEY que prohibe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo (BOLETIN Nº 4269-11) 
_________________________________

SANTIAGO, 21 de agosto de 2009
Nº 973-357/
Honorable Senado:

A S.E. EL

PRESIDENTE

DEL H.
SENADO.
En uso de la facultad que me confiere el inciso primero del artículo 73 de la Constitución Política de la República y de conformidad con lo establecido en el Título III de la Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, vengo en formular observaciones al proyecto de ley que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo.

I. ANTECEDENTES

El proyecto de ley que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo, se inició por moción de los Senadores señores Guido Girardi Lavín, José Antonio Gómez Urrutia, Alejandro Navarro Brain, Carlos Ominami Pascual y Mariano Ruiz-Esquide Jara. Fue ingresado al Honorable Senado el día 22 de junio de 2006.
Mediante Oficio Nº 461, de 30 de julio del año en curso, V.E comunicó a la Presidenta de la República, la aprobación del Congreso Nacional, al citado proyecto de ley.

El objetivo del proyecto es proscribir la posibilidad de exigir cheques o dinero en efectivo en garantía del pago de las prestaciones de salud, permitiendo garantizar el pago por otros medios idóneos, tales como pagarés y letras de cambio.
Este proyecto viene a complementar lo ya regulado por la ley N° 19.650, que perfecciona normas del área de salud, que prohibió exigir dinero, cheques u otros instrumentos financieros para garantizar el pago o condicionar de cualquier otra forma la atención en caso de emergencias o urgencias vitales calificadas por un médico cirujano.

La situación actual, en que es posible exigir un cheque en garantía del pago respecto de prestaciones médicas electivas o que no sean de urgencia vital, representa, por un lado, una barrera comercial para acceder a un derecho básico como es la salud; y por otro lado, permite la ocurrencia de situaciones de abuso de los establecimientos de salud que, en muchos casos, a pesar de encontrarse ante evidentes emergencias médicas, no vitales, pero que requieren atención prioritaria, siguen solicitando exclusivamente cheques como garantía previa al inicio del tratamiento.

Esta iniciativa legal permite que en el caso de las prestaciones electivas, donde es posible elegir el establecimiento en el cual uno desea ser atendido, se utilicen instrumentos mercantiles distintos del cheque para garantizar el pago de la atención, prohibiendo que aquél sea exigido por los prestadores. Con esto se hace más expedito el ingreso de las personas a los establecimientos de salud, particularmente de aquellas que no disponen de cuenta corriente bancaria.
Sin perjuicio del enorme avance que este proyecto de ley supone en la protección del ejercicio efectivo del derecho a la salud, existe preocupación del Ejecutivo por la inexistencia de normas que regulen la fiscalización y sanción de los posibles incumplimientos a esta normativa.

En consecuencia, con el objeto de perfeccionar este proyecto, procurando la efectividad de las obligaciones que impone, así como las contempladas con anterioridad por la ley N° 19.650, es que se efectúan las observaciones que a continuación se desarrollan.
II. CONTENIDO DE LAS OBSERVACIONES.

1. Atribución de fiscalización a la Superintendencia de Salud.
Se entrega la misión de fiscalizar el cumplimiento de esta ley, así como de las disposiciones aprobadas en la Ley 19.650, a la Superintendencia de Salud, por medio de la Intendencia de Prestadores.

Lo anterior por cuanto se estima necesario que se mantenga el control del cumplimiento de estas normas dentro del sector salud, evitando la judicialización de una materia que requiere de soluciones inmediatas en vez de un largo proceso judicial.

La Superintendencia de Salud, dado su carácter de órgano de control y fiscalización del cumplimiento de las normas del sector salud y su conocimiento de los actores del mismo, es el organismo más adecuado para este fin. A esto se suma el hecho que el procedimiento contemplado en los artículos 112 y 113 del D.F.L. N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005, además de asegurar garantías para los participantes, es lo suficientemente breve y expedito para la aplicación de las sanciones a que haya lugar.
2. Sanciones.
Para lograr el objetivo de esta ley, consistente en facilitar el acceso a las prestaciones de salud, es necesario que las sanciones sirvan como un elemento disuasivo suficiente y, de esta manera, se termine con la exigencia de dinero en efectivo o cheque en garantía.

Así, se establece una multa a los infractores, que va desde las 10 hasta las 1000 UTM, dependiendo de la gravedad de la situación en que se exigió un documento o dinero en efectivo en garantía, en infracción de la ley. Pero, además, y en la línea de desincentivar la infracción de las normas en comento, se agregan sanciones administrativas que, sin afectar directamente el patrimonio del infractor, pueden afectar la imagen o prestigio del mismo. Así, para los prestadores institucionales como clínicas u hospitales se establece la posibilidad de sancionarlos con la eliminación del registro de prestadores institucionales acreditados, y para los prestadores personas naturales, se establece la posibilidad de sancionarlos con la suspensión para el otorgamiento de Garantías Explicitas en Salud, hasta por 180 días a través de Fonasa o Isapres y con la suspensión para otorgar prestaciones en la Modalidad de Libre Elección Fonasa.
3. Reincidencia.
Se establece que la segunda infracción cometida dentro de un plazo de doce meses, contado desde la primera infracción, será sancionada con una multa que podrá corresponder al doble y hasta el cuádruplo de la multa aplicada por la primera infraccion.

4. Procedimiento para la aplicación de sanciones.

Se utilizará el procedimiento vigente actualmente y que utiliza la Superintendencia de Salud para la sanción de las infracciones a normas de su competencia. Se trata de un procedimiento ágil, que garantiza la adecuada defensa de cada parte y que además permite la revisión judicial de lo resuelto por el organismo fiscalizador, garantizando así el principio de debido proceso.
5. Continuidad en la fiscalización del cumplimento de las normas legales 

Se establece como obligación para la Superintendencia de Salud generar un sistema de atención continuo y expedito de reclamos por el incumplimiento de las normas legales en comento. De esta manera, la Superintendencia podrá tomar las medidas necesaria para garantizar el acceso a las prestaciones de salud en el momento oportuno, sin perjuicio del inicio de la investigación correspondiente para la aplicación de sanciones si procediera.
En consecuencia, vengo en formular las siguientes observaciones al proyecto de ley que prohíbe condicionar la atención de salud al otorgamiento de cheques o dinero en efectivo.
- Incorpórase, en el artículo único, el siguiente numeral 4), nuevo:

“4.-
Intercálese en el inciso primero del artículo 121, a continuación del numeral 10, el siguiente numeral 11, nuevo, pasando los actuales numerales 11 y 12 a ser 12 y 13, respectivamente:


“11.- 
Fiscalizar a los prestadores de salud en el cumplimiento de lo dispuesto en el inciso final del artículo 141, artículo 141 bis, inciso séptimo del artículo 173 y artículo 173 bis, y sancionar su infracción.

La infracción de dichas normas será sancionada de acuerdo a su gravedad, con multa de diez hasta 1.000 unidades tributarias mensuales.

Tratándose de prestadores institucionales, además de la multa, se le eliminará, si procediera, del registro a que se refiere el numeral 5 precedente, por un plazo de hasta dos años.

Tratándose de prestadores individuales, además de la multa, serán sancionados, si correspondiera, con suspensión de hasta ciento ochenta días para otorgar las Garantías Explícitas en Salud, sea a través del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional, así como para otorgar prestaciones en la Modalidad de Libre Elección del Fondo Nacional de Salud.

En el caso de  reincidencia dentro de un período de doce meses contado desde la comisión de la primera infracción, se aplicará una multa desde dos hasta cuatro veces el monto de la multa aplicada por dicha infracción.



Para la aplicación de estas sanciones, la Superintendencia se sujetará a lo establecido en los artículos 112 y 113 de esta ley.



Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en este numeral, la Superintendencia deberá implementar un sistema de atención continuo y expedito para recibir y resolver los reclamos que sobre esta materia se formulen.”.”.
Dios guarde a V.E.,

MICHELLE BACHELET JERIA
Presidenta de la República
ÁLVARO ERAZO LATORRE

Ministro de Salud

